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DE LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL O 
LAS JUSTICIAS CONSTITUCIONALES: 

LA CONTRIBUCIÓN DE AMÉRICA 
LATINA (LOS CASOS DE COLOMBIA Y 

COSTA RICA)

Marco F. Feoli V. 
USAL 

España

Los Tribunales Constitucionales se incorporaron en América 
Latina hace varias décadas. Empero, aspectos esenciales han 
sido defenestrados del análisis, por ejemplo: su impacto en 
sociedades muy distintas a la europea o a la norteamericana. 
Se examinarán dos casos. Se trata de la Corte Constitucional 
de Colombia -1991- y la Sala Constitucional de Costa Rica 
-1989- y la influencia que han tenido en la promoción y 
protección de derechos y, de especial relevancia, en generar un 
mayor accountability de las autoridades públicas frente a los 
ciudadanos, que encontraron en estos órganos jurisdiccionales 
un mecanismo efectivo de control. 

Introducción
La justicia constitucional vino para quedarse. Esta simple afirmación 
difícilmente encontrará algún tipo de objeción, la evidencia empírica 
resulta esclarecedora. En efecto, la existencia de Tribunales –o Salas- 
Constitucionales ha supuesto la incorporación de un nuevo actor en 
los Estados democráticos contemporáneos. Los órganos de control 
constitucional han implicado, de una parte la consolidación de la idea de 
que la constitución política es la norma jurídica suprema, y de otra, que esta 
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supremacía no se justifica exclusivamente por una cuestión de jerarquía 
formal sino, además, porque se entiende que el texto constitucional 
recoge una suerte de derechos, principios y valores fundamentales que se 
protegen y garantizan a todos por igual.

La justicia constitucional lleva aparejado también un replanteamiento 
acerca de las relaciones que, dicho muy general, deben existir entre 
los jueces y los otros poderes del Estado. Visto lo anterior entendemos 
por justicia o jurisdicción constitucional la función asignada a los 
Tribunales Constitucionales que consiste en controlar la validez de las 
normas jurídicas, por su compatibilidad con el texto del parámetro de 
legitimidad constitucional. Esta definición, sin embargo, pese a su 
evidente simplicidad puede ser objeto de numerosas críticas. La más 
significativa reside casualmente en que una pretensión generalizadora 
si bien reduce la cuestión y facilita su comprensión impide abordar un 
aspecto esencial, las particularidades que matizan el funcionamiento de 
la justicia constitucional en contextos muy diversos y, en consecuencia, el 
impacto que ella puede tener.

 Cuando se dice que los Tribunales Constitucionales son órganos que 
vinieron para quedarse estamos refiriendo un hecho incontrovertible. 
Empero, si se piensa que los Tribunales Constitucionales, notablemente, 
después de la segunda mundial se han ido instaurando en casi todos los 
países con regímenes democráticos, la pregunta que de modo inevitable 
surge es ¿hacen los Tribunales Constitucionales lo mismo en todos los 
países? Pareciera en este sentido bastante intuitivo que Rusia, Japón, 
Hungría, Nicaragua, Chile, Italia o Turquía -por mencionar una reducida 
lista de países que poseen Tribunales Constitucionales- exhiben diferencias 
culturales, políticas, institucionales, jurídicas, etc. relevantes. Por esta 
razón es lógico pensar que sus instituciones no funcionan exactamente 
igual y que una definición genérica oculta las diferencias que puede haber 
entre los Tribunales Constitucionales.

En América Latina la «moda» llegó también. El establecimiento de 
estos órganos a partir de la década de 1970 y 1980 coincide con el auge 
que ellos tuvieron en la Europa de la postguerra y, más importante aún, 
con el reestablecimiento de regímenes democráticos en la región luego de 
una larga etapa de autoritarismos, golpes de Estado y gobiernos militares. 

Ciertamente, como habrá oportunidad de reiterar en las páginas 
siguientes, la justicia constitucional, vista en su dimensión de protección 
jurisdiccional de la constitución, se vincula con los modelos desarrollados 
en Estados Unidos, primero, y luego en Europa. No obstante el análisis 
del funcionamiento, diferencias, particularidades e impacto de otros 
modelos de justicia constitucional ha sido poco tratado por la doctrina 
especializada. La percepción es que hay una justicia constitucional. 
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Es muy poco lo que se ha estudiado en relación no sólo al impacto que 
han tenido los Tribunales Constitucionales –el tema, en cualquier caso, 
más significativo- en latitudes distintas a Europa –y Estados Unidos- sino 
simplemente a la forma en que han sido organizados. Conviene entonces, 
dentro de esta perspectiva, centrar nuestro estudio en una revisión que 
nos acerque a cómo han funcionado los Tribunales Constitucionales más 
allá de las discusiones teóricas que a su alrededor se pudieron haber ido 
tejiendo. 

El objetivo de este trabajo es, en primer lugar, describir los aspectos 
esenciales de dos Tribunales Constitucionales latinoamericanos. Se trata 
de la Sala Constitucional de Costa Rica y la Corte Constitucional de 
Colombia. En segundo lugar, acercarnos al impacto que han tenido los 
Tribunales estudiados, en la consolidación democrática de sus países a 
partir de una mayor protección de derechos fundamentales y, sobretodo, a 
efecto de este trabajo, en la generación de una mayor accountability frente 
a los ciudadanos y entre los distintos poderes del Estado.

El paper está dividido en tres secciones. En la primera se hará una 
síntesis de los aspectos teóricos construidos alrededor de la justicia 
constitucional. En la segunda se describirán las principales características 
–diseño institucional, antecedentes, competencias, organización, etc.- de 
los Tribunales Constitucionales de Colombia y Costa Rica. Finalmente, en 
la tercera sección el análisis se concentrará en el desempeño de la Corte 
Constitucional y la Sala Constitucional mediante un estudio acerca de 
algunas sentencias relevantes dictadas por ambas Cámaras.

Como puede advertirse este artículo se inscribe dentro de los estudios 
sobre el funcionamiento de los sistemas de justicia en América Latina y la 
impronta que, en especial, la incursión de la jurisdicción constitucional 
deja en nuestras sociedades. Huelga decir que se trata, apenas, de un 
estudio inicial y exploratorio que deberá ser ampliado posteriormente. 
El papel del juez en la democracia continúa siendo un tema trabajado 
muy tangencialmente; ahora se dedicará un espacio a reflexionar sobre las 
posibles implicaciones que ha tenido uno específico –el constitucional- en 
un contexto también particular –el latinoamericano-. 

Sección I: La incursión de un nuevo actor: la 
justicia constitucional
Describir todo lo que se ha escrito sobre justicia constitucional en los 
últimos sesenta años –y más atrás- es una ingenuidad, sino una temeridad. 
La copiosa bibliografía no permite ser abarcada exhaustivamente. Sin 
embargo, esbozar sus principales rasgos resulta necesario para comprender 
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como la justicia constitucional se fue engarzando en las democracias 
contemporáneas1. En estas primeras páginas se hará una revisión de los 
antecedentes históricos y la introducción del modelo de control judicial 
de las leyes 

Del judicial review of the legislation al modelo kelseniano
Para entender la justicia constitucional se debe pasar revista sobre 
las tradiciones constitucionales clásicas. Como recuerda Jiménez 
Asencio2 las diferencias que hay entre el constitucionalismo británico, 
el constitucionalismo norteamericano y el constitucionalismo francés 
determinan rumbos distintos sobre qué deben hacer los jueces. Los 
caminos seguidos principalmente en Estados Unidos y Francia producen 
dos resultados distintos que interesa destacar. 

El primero; mientras en Estados Unidos se fue consolidando la idea 
de la constitución política como norma suprema que protegía una serie 
de valores, en la Europa continental aquella fue vista como una norma 
político-competencial que organizaba al Estado, simplemente. El segundo; 
la concepción acerca de la división de poderes y las relaciones entre los 
diferentes órganos estatales. De esta forma en Estados Unidos los llamados 
a controlar que la legislación secundaria se ajustara a las disposiciones 
constitucionales fueron los jueces –control que nace no de una disposición 
legal sino, casualmente, de una sentencia, el célebre caso Marbury vrs. 
Madison3-. En la Europa continental se entendió que, al ser el pueblo el 

1.  Como igualmente complicado es definir el concepto democracia. Giovanni Sartori explica los 
intrincados caminos que ha recorrido la democracia desde sus orígenes hasta llegar a su concep-
ción moderna. G. SARTORI. «Elementos de Teoría Política», Alianza Universidad, Madrid, 1992, 
p.27. Hay tantas definiciones como autores y disciplinas científicas. Para autores como Leonardo 
Morlino una definición mínima debe incluir los aspectos básicos debajo de los cuales un régimen 
no puede considerarse democrático (a) sufragio universal, b) elecciones libres, competitivas, pe-
riódicas y limpias, c) más de un partido político y d) fuentes de información, diferentes y alterna-
tivas) L. MORLINO. «Democracias y democratizaciones», Centro de Investigaciones Sociológica, 
Madrid, 2009, p. 8. Empero, un concepto procedimental pareciera insuficiente. Resulta útil la 
diferenciación propuesta por otro italiano Luigi Ferrajoli acerca del contenido formal y sustancial 
de la democracia y el surgimiento de la democracia constitucional como nuevo paradigma de 
organización política después de la segunda guerra mundial. En: L. FERRAJOLI. «Democracia y 
Garantismo», Editorial Trotta, Madrid, 2008, pp.27-32. Se entenderá democracia en este trabajo 
en el sentido propuesto por el profesor Ferrajoli; es decir como un sistema en el que junto a los 
elementos procedimentales se incluyen una serie de valores –derechos fundamentales- protegidos 
y del que el Estado es tributario frente a las personas.

2.  R. JIMÉNEZ ASENCIO, «El constitucionalismo: proceso de formación y fundamentos del derecho 
constitucional», Madrid, Editorial Marcial Pons, Tercera edición, pp. 90-119. En igual sentido: L. 
FAVOREAU, Los Tribunales Constitucionales, Barcelona, Editorial Ariel, 1994. 158 p. y M. ARA-
GÓN REYES. Estudios de Derecho Constitucional, Centro de estudios políticos y constitucionales, 
Madrid, 2009, 883 p.

3.  La famosa resolución supuso un punto de inflexión en el constitucionalismo, González Rivas 
extrae lo que para él son los principales aportes de esta resolución del Tribunal Supremo norte-
americano: los Tribunales deben aplicar la Constitución y velar por su observancia, la idea de que 
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soberano, nada podría oponerse a la voluntad del legislador expresada en 
la ley. El juez, a su vez, se entendió como un siervo de la ley. 

Sin embargo, aclara Rubio Llorente4, la situación en la que fue 
colocado el juez, experimentó una transformación durante el siglo XX. 
Paradójicamente esta, llamada por el profesor español, revolución se 
siguió a través del modelo kelseniano que veía en la constitución acorde 
con la perspectiva europea, repítase a riesgo de ser reiterativo, una norma 
suprema que ordenaba el Estado, pero que no concedía derechos a las 
personas.

En efecto, el nacimiento de la justicia constitucional en Europa parte 
de la discusión teórica entre dos grandes juristas Carl Schmitt y Hans 
Kelsen sobre quién debía ser el guardián de la Constitución5. Mientras 
el alemán consideraba que las mejores credenciales las tenía el presidente 
del Gobierno, para el austriaco la revisión del arreglo de la legislación 
ordinaria al texto constitucional debía estar encomendada a un órgano 
imparcial y ajeno, tanto al Poder Judicial como al Poder Legislativo, que 
actuara como legislador negativo6. En todo caso, la propuesta del gran 
jurista vienés dista mucho del modelo vigente de justicia constitucional 
actual7. 

Lo que interesa resaltar aquí particularmente es que después de la 
derrota del nazismo y del fascismo y la finalización de la segunda guerra 
mundial se da también una recuperación de la justicia constitucional 
(1947 Italia y 1949 Alemania)8. Como apunta Ferrajoli con el término de 

los poderes políticos no son ilimitados y finalmente, la afirmación de la Constitución como ley 
superior. En: JJ. GONZÁLEZ RIVAS. Análisis de los sistemas de jurisdicción constitucional, Centro 
de estudios políticos y constitucionales, Madrid, 2001, pp.25-27.

4.  F. RUBIO LLORENTE. La jurisdicción constitucional como forma de creación del derecho. En la 
forma de poder. 1982 http://www.cepc.es/rap/Publicaciones/Revistas/6/REDC_022_017.pdf

5.  G. LOMBARDI. La polémica Schmitt y Kelsen sobre la justicia constitucional, Tecnos, Madrid, 
2009, 366 p.

6.  En el planteamiento kelseniano se parte de una relación directa entre justicia constitucional y fe-
deralismo. Kelsen parte de la idea de que el tribunal constitucional debe ser un legislador negativo 
que se limite a expulsar del ordenamiento aquellas leyes contrarias a la constitución restringiendo 
lo más posible cualquier actividad creadora –o creativa- de las instancias judiciales. Schmitt por 
su parte niega toda posibilidad de que existe un tribunal controlando la constitucionalidad de las 
leyes, critica al sistema norteamericano y advierte finalmente que un pretendido guardián de la 
constitución sólo lo convertirá en árbitro y en definitiva en su señor. El único guardián debía ser 
el jefe de Estado –el presidente del reich-. R. JIMÉNEZ ASENCIO, El constitucionalismo…, pp. 
135-137.

7.  El modelo kelseniano nunca se aplicó en todas sus dimensiones. Primero porque el intento primi-
genio fue fallido; el Tribunal de Checoslovaquia -1921- no llegó a dictar ninguna sentencia y los 
magistrados no se renovaron desde 1931 hasta 1938, un año después quedó sin funciones defini-
tivamente con la invasión alemana. Y segundo, porque las funciones que recibieron los Tribunales 
Constitucionales fueron más que la de actuar como legisladores negativos. Sobre la evolución de 
la justicia constitucional europea puede consultarse la descripción que realiza Prieto Sanchís en: 
L. PRIETO SANCHÍS. Justicia Constitucional y Derechos Fundamentales, Editorial Trotta, 2da 
edición, Madrid, 2009, p. 92. 

8.  M. ARAGÓN REYES. Estudios de Derecho Constitucional…, pp. 240-243.
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la conflagración mundial hubo un cambio de paradigma del Estado. «…
el constitucionalismo no es por tanto solamente una conquista y un legado 
del pasado, quizá es el legado más importante del siglo XX. Es también, y 
diría que sobretodo, un programa normativo para el futuro…»9 programa 
que estaría, en lo sucesivo, blindado por la tutela jurisdiccional. De esta 
forma, poco a poco, se fue extendiendo la idea de que los Tribunales 
Constitucionales eran una institución necesaria para la consolidación 
democrática de los países10 porque aseguraban el respeto y cumplimiento 
de los derechos fundamentales que el Estado no podía vulnerar. Con ello 
se supera también la vieja creencia acerca de la posición subordinada del 
juez en el entramado democrático. En adelante, no sin un agrio debate que 
aún hoy persiste, dejaría de ser visto sólo como la boca de ley11, el rol del 
juez -constitucional- como contralor de los contenidos constitucionales 
asume un peso decisivo. 

No conviene perder de vista que estos órganos se introducen, como se 
entienden hoy día, sobre la base de la realidad europea y de un contexto 
histórico específico. No obstante ser su nacimiento producto de la propia 
experiencia de la Europa central es también verdad que los posteriores 
procesos de transición democrática en Latinoamérica condujeron al 
afianzamiento también, al menos teórico, del Estado Constitucional 
democrático de derecho lo que propició después de 1970 una, hasta 
entonces desconocida, expansión de la justicia constitucional. El discurso 
política y académicamente admitido fue que no hay un verdadero Estado 
constitucional si la constitución no funciona como una norma jurídica 
superior, capaz de limitar el poder y garantizar los derechos fundamentales. 
Todo esto sólo puede asegurarse, entre muchos otros factores, si se 
establece un sistema de control judicial de la constitucionalidad12.

¿Simplemente un modelo importado?: Breves antecedentes de 
la justicia constitucional en América Latina
Aunque se suele hablar de los Tribunales Constitucionales en América 
Latina como algo surgido hace unas pocas décadas, existen datos13 que 
9.  L. FERRAJOLI. Teoría del neoconstitucionalismo, Carbonell Migue (editor), Editoral Trotta/Ins-

tituto de Investigaciones de la UNAM, 2007, p. 72.
10.  Rubio Llorente sostiene que la inclusión de los Tribunales Constitucionales dan cuenta de demo-

cracias débiles y quebradizas al menos, sostiene el profesor español, así es como surgen. Producto 
de circunstancias de gran crispación e inestabilidad que demandaron la necesidad de crear meca-
nismos institucionales de protección y aseguramiento de los nuevos valores democráticos que se 
buscaban (re) instaurar. En: F. RUBIO LLORENTE. Seis tesis sobre jurisdicción constitucional. 
http://www.cepc.es/rap/Publicaciones/Revistas/6/REDC_035_009.pdf 

11.  Un excelente trabajo, sobre el juez, convertido en un clásico del derecho constitucional:: G. 
ZAGREBELSKY. El derecho dúctil, Editorial Trotta, octava edición, 2008, 153 p. 

12.  M. ARAGÓN REYES, Estudios de Derecho Constitucional…, p. 245.
13.  Por ejemplo, en 1826 Simón Bolívar propuso crear una especie de tercera cámara encargada de 
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testimonian que desde los primeros años de independencia el tema del 
control de las leyes y la noción acerca de la prevalencia normativa de la 
constitución política latió en la región. Ahora bien, es igualmente cierto que 
fue durante el siglo XX, sobretodo luego del proceso de democratización 
en América Latina, que la justicia constitucional se extendió14 a casi todos 
los países15. En la actualidad, grosso modo, poseen mecanismos de justicia 
constitucional: Panamá, Uruguay, Honduras, Costa Rica, Paraguay, Chile, 
Colombia, El Salvador, Venezuela, Guatemala, Brasil, México, Perú, 
Ecuador, Bolivia, Nicaragua y Argentina -que presenta un modelo mixto 
aunque marcadamente difuso-. 

Por otro lado, aunque los actuales Tribunales Constitucionales 
latinoamericanos pueden ser caracterizados por su heterogeneidad y por 
las diferencias, tanto funcionales como de diseño institucional, que en 
principio los separan –como para pretender afirmar que hay un modelo de 
justicia constitucional latinoamericano-, también es verdad que existe un 
elemento cardinal que los acerca tanto entre ellos como al modelo europeo 
de control de constitucionalidad: la existencia de órganos especializados. 

Prima facie podría decirse que en la mayoría de los casos se trata de 
sistemas mixtos que combinan elementos del control difuso como del 
control concentrado e incluso suman otras competencias, distintas al 
control jurisdiccional de la ley. Empero, esta afirmación debe matizarse 
pues, como señala Ferreres16, la existencia de Tribunales Ad hoc otorga 
una visibilidad especial que coloca a los Tribunales Constitucionales en 

fiscalizar el cumplimiento de la constitución. En 1823 en Perú se reconoció la supremacía de la 
constitución aunque fue dejada bajo la custodia del Poder Legislativo. F. FERNÁNDEZ SEGADO. 
Los inicios del control de constitucionalidad en Iberoamérica: del control político al control juris-
diccional, Revista Española de Derecho Constitucional, 49, Año 17, Enero/ abril 1997, pp. 93-118. 
Otros antecedentes del control, ya propiamente judicial, de constitucionalidad los encontramos 
en Chile en 1833 y en Ecuador en 1851. La primera referencia concreta, sin embargo, en América 
Latina es la Constitución de Venezuela que en 1858 fija un sistema de control judicial concentrado 
a cargo de la Corte Suprema de Justicia. A. FERRARO. El censor de la democracia: Problemas de 
legitimidad en la justicia constitucional en América Latina. En: Instituciones, legalidad y estado de 
derecho en la transición mexicana, ed. Fondevila, Fontamara, México, 2005, p.202.

14.  El primero –obviando las dificultades para que entrara en funciones- fue Guatemala en 1965, el 
segundo Chile en 1971 –aunque fue suspendido por varios años con el golpe militar de 1973- y 
después siguieron Perú y Colombia en 1979. Ver: D. GARCÍA BELAUNDE. Los tribunales consti-
tucionales en América Latina. En: http://e-spacio.uned.es/fez/eserv.php?pid=bibliuned:Derechopol
itico-2004-61-4C6F6927&dsID=PDF 

15.  V. FERRERES. Las consecuencias de centralizar el control de constitucionalidad de la ley en 
un tribunal especial. En: http://islandia.law.yale.edu/sela/SELA%202004/FerreresPaperSpanishSE-
LA2004.pdf 

16.  Tribunal Constitucional: Bolivia, Chile, Ecuador, España, Perú, Portugal; Corte Constitucional: 
Colombia; Sala Constitucional: Costa Rica, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Paraguay y Vene-
zuela; Corte de Constitucionalidad: Guatemala; Supremo Tribunal Federal: Brasil; Suprema Corte 
de Justicia: México; Corte Suprema de Justicia: Panamá, República Dominicana y Uruguay. JJ. 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Aproximación crítica a las competencias de la jurisdicción consti-
tucional iberoamericana. Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, Nº 4, julio-
diciembre, 2005, p. 139.
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una situación de enorme relevancia institucional –como en Europa-. Así, 
aunque con nombres diversos casi la totalidad de los países tienen órganos 
de jurisdicción constitucional encargados de controlar con exclusividad la 
validez de las leyes –o incluso de algunas normas infralegales-17. 

Esta similitud no obstante, dadas las –evidentes- diferencias contextuales 
que podrían señalarse entre América Latina y Europa, no es suficiente para 
decir que, cuando hablamos de Tribunales Constitucionales, nos referimos 
al mismo fenómeno institucional. Orientar el análisis de la justicia 
constitucional mundializada a las viejas categorías propuestas hace casi 
medio siglo por Capelletti –control político versus control jurisdiccional, 
control abstracto versus control concreto o control preventivo versus 
control sucesivo18- pareciera una alternativa algo estrecha frente a los sesgos 
y trabas metodológicas con los que inevitablemente se toparía el examen. 
No puede además soslayarse que aquellas clasificaciones desembarcaron 
principalmente en la dicotomía planteada por los modelos norteamericano 
y europeo -de tradición continental-.

No basta, en definitiva, decir que la existencia de órganos jurisdiccionales 
competentes para comprobar la conformidad de las normas jurídicas con 
una norma jurídica superior estandariza una cierta institución, presente 
en una cuantiosa lista de democracias contemporáneas. Es necesario 
adentrarse en su funcionamiento y crear, sólo entonces, nuevas categorías 
de análisis. En este orden de ideas en el siguiente acápite el examen 
estará centrado en profundizar en los dos Tribunales Constitucionales 
seleccionados. Una vez descritas sus principales características operativas 
con mayor detalle se podrán, después, esbozar los principales rasgos 
atribuibles al desempeño de ambas instancias. 

Sección II: Aproximación a los Tribunales 
Constitucionales latinoamericanos
Como se indicó en la sección anterior los Tribunales Constitucionales 
latinoamericanos se asemejan al modelo europeo en tanto se trata –en casi 
todos los casos- de órganos que ejercen de forma exclusiva el control de 
constitucionalidad de las normas.

17.  Contundente es, bajo esta línea de pensamiento, un artículo del profesor italiano Lucio Pegoraro 
en el que argumenta acerca del reduccionismo que supone limitar el estudio de la justicia consti-
tucional a estas conocidas clasificaciones «…construidas en laboratorio…» y proponiendo nuevas 
categorías a partir de otras dimensiones –federalismo y centralismo, por competencias; por tutela 
de derechos, etc. L. PEGORARO. Clasificaciones y modelos de justicia constitucional en la dinámi-
ca de los ordenamientos. Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, Nº 4, julio-
diciembre, 2004 pp. 131-159.

18.  Ley número 7128 de 18 de agosto de 1989.
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La Sala Constitucional de Costa Rica
Creada en 1989, la Sala Constitucional forma parte del Poder Judicial de 
Costa Rica. Es un Tribunal que, junto a otras tres Salas que fungen como 
Tribunales de última instancia o casación – la primera de materia civil y 
contencioso administrativo; la segunda de derecho de familia y derecho 
del trabajo y la tercera de materia penal- integran la Corte Suprema de 
Justicia. 

Estructura
La creación de la Sala Constitucional se realizó mediante reforma a la 
constitución política de 1949 y la promulgación de la ley de la jurisdicción 
constitucional19.

Composición
La Sala Constitucional se encuentra conformada por 7 magistrados 
propietarios nombrados por periodos de 8 años con posibilidad de 
reelegirse indefinidamente. 

Competencia20

De acuerdo con lo establecido en la constitución política y lo desarrollado 
por la ley de la jurisdicción constitucional la Sala Constitucional conoce en 
única instancia los siguientes procedimientos: Recurso de Hábeas Corpus: 
este recurso se establece como medio para tutelar la libertad e integridad 
de la persona humana por actos y omisiones que cometa la autoridad por 
ejemplo detenciones e incomunicaciones ilegítimas. Recurso de Amparo: 
vía para proteger los otros derechos y libertades fundamentales diferentes 
a los protegidos por el hábeas corpus. El recurso de hábeas corpus y el 
recurso de amparo no requieren ninguna formalidad ni siquiera la asesoría 
de un abogado. Acción de inconstitucionalidad: procedimiento previsto 
para atacar leyes y otras disposiciones generales –como los decretos 

19.  Sobre el recurso de hábeas corpus: artículo 48 de la constitución política y 15 a 28 de la ley de la 
jurisdicción constitucional. Sobre el recurso de amparo: artículo 48 de la constitución política y 29 
a 65 de la ley de la jurisdicción constitucional. Sobre la acción de inconstitucionalidad: artículo 10 
de la constitución política y 73 a 95 de la ley de la jurisdicción constitucional. Sobre las consultas 
legislativa y judicial: artículos 96 a 108 de la ley de la jurisdicción constitucional. Sobre los conflic-
tos de competencia: artículos 109 a 111 de la ley de la jurisdicción constitucional. 

20.  Porque no sólo incluye los tribunales ordinarios sino también otros órganos aparte, también, de la 
Corte Constitucional. De acuerdo con los artículos 228 a 257 de la constitución política de 1991, 
la Rama Judicial la integran: el Consejo de Estado –con competencia contencioso-administrativa, 
la Corte Suprema de Justicia –máximo órgano de la jurisdicción ordinaria-, la Corte Constitucional 
y el Consejo Superior de la Judicatura –responsable de las políticas administrativas y disciplinarias 
de la Rama Judicial-
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ejecutivos- que quebranten alguna norma o principio constitucional. 
Para interponer una acción de inconstitucionalidad es necesario cumplir 
varios requisitos como: tener un asunto pendiente de resolverse ante los 
tribunales –ciertos funcionarios como el Defensor del Pueblo o el Fiscal 
General pueden plantear una acción de inconstitucionalidad de forma 
directa-; y la asesoría de un abogado quién debe apersonarse al proceso. 
Consulta Legislativa: permite que los diputados – como mínimo 10- 
soliciten a la Sala Constitucional su posición respecto a los proyectos 
legislativos. Consulta Judicial: las presentan los jueces por dudas sobre 
la constitucionalidad de una norma. Conflictos de competencia: Estos 
son los relacionados a conflictos de competencia o atribuciones entre los 
Poderes del Estado y el Tribunal Supremo de Elecciones, o entre aquellos 
y la Contraloría General de la República, las entidades descentralizadas, 
municipalidades y otras personas de Derecho Público.

Efectos de las sentencias
Las resoluciones de la Sala Constitucional tienen efectos erga omnes es 
decir, son vinculantes y de acatamiento obligatorio, salvo para ella misma 
que puede variar sus precedentes.

La Corte Constitucional de Colombia
Aunque existieron antecedentes de control de constitucionalidad de las 
normas, la creación de la Corte Constitucional, hace casi dos décadas, 
supuso un cambio sustantivo. En adelante sería un órgano especializado 
el responsable de verificar que las disposiciones legales se ajustaran al 
parámetro constitucional. 

Estructura
En 1991, con la realización de la asamblea nacional constituyente que 
aprobó una nueva constitución política, se crea la Corte Constitucional. 
Es un órgano que pertenece a lo que en Colombia se llama Rama Judicial, 
equivalente, en principio, al Poder Judicial21 aunque goza de autonomía 
funcional.

Composición
La Corte Constitucional está integrada por 9 magistrados. La duración del 
cargo es de 8 años y no existe la posibilidad de reelección.

21.  Constitución Política de 1991, artículo 86.
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Competencia
Sus funciones, contenidas en el artículo 241 de la Constitución, los 
artículos 43 a 49 de la ley estatutaria de la administración de justicia, el 
decreto 2591 de 1991 sobre la acción de tutela y el decreto 2067 sobre 
los trámites ante la CCC son conocer los siguientes procedimientos: 
demandas de constitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra 
las leyes, los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno y los 
actos legislativos reformatorios de la Constitución. Pronunciamiento 
sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una 
Asamblea Constituyente para reformar la Constitución; decidir sobre la 
constitucionalidad de los referendos sobre leyes, las consultas populares y 
los plebiscitos del orden nacional. Ejercer el control constitucional sobre 
decretos legislativos dictados por el Gobierno de estados de emergencia. 
Objeciones por inconstitucionalidad planteadas por el Gobierno contra 
proyectos de ley. Pronunciamientos sobre la constitucionalidad de los 
tratados internacionales suscritos por el Estado. Por último, revisar 
discrecionalmente las sentencias judiciales relacionadas con la acción de 
tutela.

Efectos de las sentencias 
Las sentencias de la Corte, dice la constitución política, hacen «…tránsito a 
cosa juzgada constitucional…»22 con lo cual son de acatamiento obligatorio. 

Sección III: Apuntes sobre el balance de la 
justicia constitucional en Colombia y Costa Rica
Decir que la justicia en América Latina ha sido vista tradicionalmente como 
un sujeto pasivo no es algo nuevo. Ni tampoco, que en muchos casos, no 
sólo fue pasiva sino que además se alió con quienes ejercieron el poder 
para legitimar regímenes autoritarios y/o corruptos23. En esta perspectiva 
pensar en sistema judiciales que protegieran derechos o limitaran a los 
otros poderes del Estado parecía una aspiración simplemente imposible de 
alcanzar24. Sin embargo, es un lugar común reconocer que en las últimas 
décadas se ha experimentado una modificación en los patrones que fueron 
la nota distintiva del juez latinoamericano.

22.  Constitución Política de 1991, artículo 243.
23.  A. FERRARO. El censor de la democracia: Problemas de legitimidad en la justicia constitucional 

en América Latina… p. 237-242.
24.  Sobre el tema de la reforma judicial y los cambios experimentados –y los que aún quedan pen-

dientes- puede revisarse: L. PÁSARA. En busca de una justicia distinta: experiencias de reforma en 
América Latina, México UNAM, 2004, 601 p.
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A mayor abundamiento, como advierte Javier Couso, en América 
Latina el Poder Judicial se vio como un componente más de los grupos 
oligárquicos. En los 80s y los 90s hubo un cambio y la estructura legal 
empezó a percibirse distinta. Para el autor esto responde a varias causas25: 
los países evolucionan hacia democracias electorales luego de largas 
historias de revoluciones, gobiernos militares y autoritarismo, muchas 
ONGs internacionales ejercen una influencia en los movimientos que se 
fueron conformando en la región, el reposicionamiento del discurso de 
derechos humanos y su incorporación a muchos instrumentos jurídicos –
como la Declaración Universal de Derechos Humanos- internacionales, la 
creciente o sostenida pobreza y desigualdad en la región, la dominación de 
políticas conservadoras y neoliberales que hicieron de las cortes espacios 
atractivos para la búsqueda de soluciones. 

Coincidente con este periodo de evolución de la justicia es el nacimiento 
de la mayoría de Tribunales Constitucionales latinoamericanos. La Sala 
Constitucional de Costa Rica y la Corte Constitucional de Colombia no 
son la excepción. El estudio de su desempeño, no exento de críticas26, 
lleva a la conclusión de que estos órganos han contribuido, por un lado a 
ampliar y proteger los derechos, y por otro a actuar como contrapeso de 
los otros poderes públicos. 

Algunos casos relevantes del desempeño de los 
tribunales estudiados: entre Rights revolution y 
accountability horizontal
La literatura especializada que ha estudiado el trabajo de la SCCR y la 
CCC centra el examen en el impacto que ha supuesto su establecimiento 
para la protección de los derechos fundamentales. Algunos, como Bruce 
Wilson, hablan de una revolución de derechos27. Para este autor a partir 
de las resoluciones de las Cámaras Constitucionales se ha producido una 
expansión sin precedentes de derechos. 

En efecto, mediante las sentencias se han reconocido y protegido 
muchos derechos determinados en los textos constitucionales y que fueron 
por mucho tiempo entendidos sólo como principios o simples valores 
y no como atribuciones de los ciudadanos frente a los cuales el Estado 

25.  J. COUSO. Courts and social transformation in new democracies: and institutional voice for the 
poor?, Gargarella, Roberto; Domingo, Pilar y Roux Theunis (Editores). Great Britain, Ashgate, 
2006, pp. 63-68 

26.  En el caso colombiano, véase: Ibídem, pp. 136-139. En relación a la experiencia costarricense: I. 
TREMINIO. Entre prueba y error: la democracia directa en Costa Rica (Artículo inédito proporcio-
nada por la autora, será publicado próximamente), 2010, 38 p.

27.  B. WILSON. Institutional Reform and Rights Revolutions in Latin America: The Cases of Cost Rica
and Colombia, En: Journal of Politics in Latin America, 1, 2, pp. 59-85, 2009.
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es tributario, es decir como derechos ejecutables directamente. Esto es 
especialmente significativo en sociedades marcadas, como se señalaba, 
por instituciones débiles, pero también por profundos problemas de 
desigualdad social. 

Un indicio del impacto de la Sala Constitucional y la Corte 
Constitucional puede verificarse revisando los asuntos que conocen. 
Desde su creación el aumento en el número de expedientes tramitados es 
permanente. Así, de 1989 a 2009 la Sala Constitucional pasó de resolver 
365 asuntos a 1885628. En igual sentido la Corte Constitucional, mientras 
en 1992 recibió 23429 causas, en 2008 el número llegó a 125730. Llama la 
atención que en el transcurso del tiempo se fuera consolidando la idea de 
que estas instancias ofrecían una respuesta a las demandas ciudadanas 
en diversos temas. La evidencia no permite negar que las personas hayan 
visto en ellas espacios efectivos o, cuando menos, accesibles para reclamar 
sus derechos. De nuevo, esto no es cosa baladí, cuando se encuentra que 
en la mayoría de los casos se trata de derechos básicos –como la salud, la 
educación, la situación de los privados de libertad, las garantías procesales, 
etc.- que en el contexto latinoamericano han sido disposiciones normativas 
sistemáticamente invisibilizadas.

En el caso de la Sala Constitucional algunas sentencias que acreditan 
lo afirmado son las siguientes: 1739-1992 (resolución en la cual se hace 
una amplia explicación de los elementos que integran el debido proceso 
penal); 2552-1992 (en la que se obliga a las autoridades judiciales a ubicar 
a los menores privados de libertad en celdas diferentes a las de los adultos 
y en condiciones especiales); 4732-1994 (sentencia en la que se condena 
a un grupo de policías por haber entrado sin ninguna orden judicial ni 
ningún motivo razonable a una discoteca gay y detener arbitrariamente 
a varias personas); 8387-1999: (mediante la cual se prohíbe a un Colegio 
obligar a sus estudiantes no católicos a usar escudos con motivos propios 
de esa denominación religiosa); 8559-2001 (en este voto se reconoce el 
derecho de las personas no videntes a ingresar a lugares públicos y a utilizar 
medios de transporte acompañados de su perro guía); 6786-2002 (en la 
que se condena a las autoridades penitenciarias por haber desnudado a 
un privado de libertad frente a terceros para ser requisado); 5992-2002 
(en la que se condena a la Caja Costarricense del Seguro Social porque 
una cirugía no la realizó arguyendo falta de presupuesto); 945-2003 (se 
28.  http://www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/estadisticas.htm consulta hecha el 21 de mayo 

de 2010.
29.  Aunque la cantidad de tutelas es mayor. El número que se cita aquí corresponde a las tutelas revi-

sadas discrecionalmente por la Corte y no la totalidad resuelta por los otros jueces las cuales, por 
ejemplo para el año 2001, llegaron a más de 130000. Ver: M. VILLEGAS y R. UPRIMNY. Reforma 
a la tutela: ¿ajuste o desmonte? En: www.dejusticia.org 

30.  http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/CONSOLIDADO%20ESTADISTAS%201992-
2010.htm 
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obliga al Ministerio de Educación Pública a otorgar el título de conclusión 
de estudios de secundario a un menor a quién se le había negado por no 
encontrarse al día con los pagos de le mensualidad del centro educativo); 
14288-2009 (se anula el decreto ejecutivo que regulaba la protección de 
mantos acuíferos. Según la normativa sólo serían protegidos los mantos 
declarados por el Poder Ejecutivo. Para, la Sala los humedales no necesitan 
ser creados, sino que, basta con que exista un espacio o un ecosistema 
que reúna las características establecidas en las definiciones de distintas 
normas internacionales para ser merecedoras de protección).

En lo que a la Corte Constitucional de Colombia respecta, algunos 
votos relevantes, también, a título orientativo, son: T-043-1995 (resolución 
que desarrolla el carácter fundamental del derecho a la salud de los niños); 
T-153-1998 (que establece una serie de condiciones mínimas que deben 
ser respetadas y garantizadas a las personas privadas de libertad); C-481-
1999 (en esta sentencia se anulan disposiciones normativas que la Corte 
consideró discriminatorias contra las personas gays); C-1433-2000 (que 
protegen las condiciones laborales de ciertos empleados y define los 
criterios que deben observarse para calcular los salarios mínimos de los 
trabajadores); T-055-2009 (sentencia que ordena a la Seguridad Social 
realizar los exámenes pertinentes a una menor que padece de obesidad 
mórbida para determinar si, por sus circunstancias, la realización de un 
by pass gástrico es la mejor alternativa); T-650-09 (la Corte ordena que 
a un niño y a  un mayor con problemas de autismo y déficit cognitivo 
se les realicen las terapias de equinoterapia, hidroterapia animalterapia y 
musicoterapia que la entidad de encargada no autorizó por no encontrarse 
contempladas en el  plan obligatorio de salud). 

Aparte de la protección de derechos fundamentales, algo también 
esencial pero, sin duda, más en Estados caracterizados por la languidez de 
sus instituciones, es la generación de formas de accountability horizontal. 
Como señala O’ Donell, la mayoría de países de América Latina exhiben en 
la actualidad democracias políticas débiles. Esto se traduce en la existencia 
de mecanismos de accountability igualmente débiles. En casi todos existe 
accountability vertical (A.V) –es decir participación de los ciudadanos 
mediante elecciones-. El accountability horizontal (A.H) en cambio ha 
sido frágil, lo que implica que el componente liberal y republicano de las 
democracias sea endeble31.

En este orden de ideas el papel ejercido por la SCCR y la CCC 
merece ser destacado. Ha supuesto un cambio que las acerca a una visión 
madisoniana, superando la visión montesquieuniana. Esto significa que no 
es suficiente la división del poder en compartimentos aislados, se requiere 

31.  G. O DONELL. Disonancias: Críticas democráticas a la democracia, Buenos Aires, Prometeo Li-
bros, 2007, pp. 82-83
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que cada poder ejerza una especie de contradicción sobre las decisiones de 
los otros en una suerte de verdaderos pesos y contrapesos32.

En el caso de Colombia es fácil detectar este rol si se analiza, para 
decantarnos por un ejemplo, la participación de la CCC en el tema de los 
decretos legislativos de estados de emergencia. En este aspecto la Corte ha 
ejercido un control minucioso sobre su procedencia o no. El tema no es de 
poca monta considerando que entre 1949 y 1991 Colombia estuvo 32 años 
bajo estados de sitio33. La CCC ha desarrollado en su doctrina el concepto 
de «normalidad» y «anormalidad», según el cual sólo en el segundo 
supuesto, siempre que el Poder Ejecutivo lo justifique adecuadamente, 
pueden limitarse los derechos y libertades fundamentales. Algunas 
resoluciones relevantes en las que se han revertido decretos legislativos 
de estados de emergencia son: C-577-92, C-179-94, C-300-94, C-466-95, 
C-199-98, C-087-2000, C-593-2005, etc.34

Para no apartar el examen de las relaciones fraguadas entre el Poder 
Ejecutivo y los Tribunales Constitucionales, en cuanto a Costa Rica, si 
bien no existe una figura similar a los decretos legislativos de estados de 
emergencia, hay muchas resoluciones que evidencian diversos momentos 
en los que la SCCR ha actuado como contrapeso del Ejecutivo limitando 
y hasta anulando algunas de sus decisiones. Un caso hito es la resolución 
9992-04 en la que se deja sin efecto el decreto ejecutivo emitido por 
el gobierno del ex presidente Abel Pacheco mediante el cual se apoyó 
la invasión de Estados Unidos a Irak .De acuerdo a la Sala, al haberse 
declarado en 1983 la neutralidad perpetua de Costa Rica, la alianza 
devenía en inconstitucional. Otros votos destacados son: 8190-05, 14522-
05, 2766-06, 7137-07, 14193-08, 8065-09, 8337-10, etc. 

La superación de un debate inacabable o del rol 
de la justicia (constitucional) «exitosa» en las 
democracia latinoamericanas
La discusión alrededor de la justicia constitucional ha llevado a sostener 
una variedad de posiciones. Desde quienes se oponen abiertamente a ella, 
alegando un problema de legitimidad democrática, hasta quienes hacen 
una defensa radical, en atención a la posición «imparcial» y «neutra» 
del juez para resolver cuestiones esenciales, pasando por aquellos que 
asumen posturas más intermedias y atenuadas en atención a ciertas 

32.  Ibídem, pp. 120-121.
33.  B. SANTOS, y M.GARCÍA-VILLEGAS. El caleidoscopio de las justicias en Colombia. Bogotá, 

Uniandes-Siglo del Hombre-Colciencias-CES, 2001, p. 10.
34.  Al respecto puede consultarse: X. SAMUDIO. Entre los derechos y libertades fundamentales y la 

conservación del orden público. Trabajo tutelado del doctorado en políticos contemporáneos de la 
Universidad de Salamanca, (Dirigido por el Dr. Luis Pásara Pazos), 2008, 55 p. 
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circunstancias35. Como ha indicado Juan Carlos Bayón, marginando las 
críticas que se plantean con frecuencia, la mayoría de las veces con poca 
o ninguna base empírica, en algunos contextos el aporte de la justicia 
constitucional puede ser decisivo36. Esto es lo primero que debe decirse 
respecto el perfil que han desarrollado los Tribunales Constitucionales 
estudiados. 

Por una parte han sido cruciales en la protección de los derechos 
fundamentales y por otra, han actuado como contralores de los otros 
poderes. Al margen de las críticas que, a la par de los elogios, se han 
formulado a ambas Cámaras, diversas causas podrían explicar por qué la 
SCCR y la CCC se fueron convirtiendo en órganos de control de los otros 
poderes y por qué los ciudadanos han recurrido constantemente a ellas. 

Uprimny37 apunta algunas de estas posibles causas. 1. Las constituciones 
incluyen de por sí una amplia lista de derechos. 2. El acceso a la SCCR 
y a la CCC desde un comienzo se distinguió por su desformalización, 
celeridad y bajos costos. Y finalmente, 3. el diseño de la institucional 
supuso un enorme poder de control sobre los otros órganos del Estado que 
pareciera haber sido tomado en serio, en términos generales, por quienes 
han integrado ambos Tribunales.

Es claro que este trabajo ha tenido un matiz descriptivo. Con él se 
ha pretendido evidenciar las particularidades de la justicia constitucional 
latinoamericana –sobre la base de dos casos concretos- y señalar algunos 
de los elementos que dan cuenta de un desempeño exitoso. Sin embargo 
la cuestión fundamental reside, sin duda, en buscar explicaciones y ello, 
por ahora, queda pendiente.

Conclusiones preliminares
La precariedad del Estado de Derecho en América Latina es una historia 
conocida. Se ha querido presentar una faceta distinta que ofrece algún grado 
de esperanza sobre el funcionamiento de las instituciones en la región. En 
primer lugar, se ha trazado el perfil de dos Tribunales Constitucionales 
latinoamericanos cuyo diseño institucional, competencias y características 
presentan una serie de rasgos propios que justifican ser estudiados 
35.  Dos de las obras escritas en castellano más completas sobre el tema son: S. LINARES. La ilegiti-

midad democrática del control judicial de las leyes, Editorial Marcial Pons, Madrid, 2008, 334 p. 
y V. FERRERES COMELLA. Justicia Constitucional y Democracia, Centro de estudios políticos y 
constitucionales, Madrid, 1997, 307 p. En ellos se sintetizan las principales posturas de los autores 
que más han trabajado la cuestión; de Waldron a Dworkin pasando por Ely, Nino, Sunstein, Bayón, 
etc. 

36.  JC. Bayón. Democracia y derechos: problemas de fundamentación del constitucionalismo. En: 
http://www.upf.edu/filosofiadeldret/_pdf/bayon-democracia.pdf 

37.  R. UPRIMNY. Courts and social transformation in new democracies: and institutional voice for 
the poor?, Gargarella, Roberto; Domingo, Pilar y Roux Theunis (Editores). Great Britain, Ashgate, 
2006, pp. 63-68 



2110 - XIV Encuentro de Latinoamericanistas Españoles

de forma individual. Las categorías utilizadas tradicionalmente por el 
derecho constitucional no son suficientes. El gran debate teórico sobre 
la legitimidad democrática de la justicia constitucional se ha reducido 
a la realidad europea y estadounidense, quedando por fuera un enorme 
espectro que debe ser también abordado. Lo verdaderamente significativo 
es cuál ha sido el desempeño en sociedades muy distintas a aquellas dos.

En segundo lugar, pero íntimamente vinculado con el punto anterior, 
se esbozaron algunas nociones con las que se ha pretendido ilustrar la 
forma en como han funcionado la SCCR y la CCC. Se han destacado dos 
aspectos decisivos, su contribución a dinamizar los contenidos materiales 
de las constituciones políticas y las relaciones con los otros poderes del 
Estado. No es posible negar, porque los elementos empíricos son profusos, 
la generación de controles desde estos Tribunales hacia el Poder Legislativo 
y el Poder Ejecutivo.

Ciertamente hay muchas aristas que aún deben ser examinadas 
con detenimiento. La formulación de severas críticas, que aquí apenas 
se han podido mencionar, contra las Cámaras estudiadas merece ser 
atendida también. Además es necesario realizar estudios que sistematicen 
la jurisprudencia de la SCCR y la CCC para extraer conclusiones más 
definitivas sobre como se han desarrollado a lo largo de dos décadas de 
existencia y lograr una comprensión más amplia sobre el trabajo de estas 
instituciones. Por último, y probablemente el aspecto más relevante, 
encontrar los factores que ayuden a explicar el comportamiento de la Sala 
Constitucional y la Corte Constitucional.

En suma, se agolpan sobre la mesa del debate, acerca de la justicia 
constitucional latinoamericana, una diversidad de cuestiones que sólo 
confirman que la discusión recién está comenzando.
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